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se daba como el correspondiente, ante la Junta Provincial
de Hacienda.

Considerando: Que en materia de tributos cedidos
ha de estarse a lo que contiene en el Real Decreto 293/85
de 6 de febrero, por el que se aprueba el acuerdo de
la Comisión Mixta y se traspasa a la Comunidad Autónoma
de Andalucía la gestión, recaudación e inspección de cier-
tos tributos, entre otros, el Impuesto sobre Transmisiones
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, respecto
del cual, en dicho acuerdo se reserva al Estado el reco-
nocimiento de las reclamaciones económico-administra-
tivas contra los actos de gestión tributaria por dicho Impues-
to, por lo que procede la declaración de incompetencia
de la Junta Provincial de Hacienda de la Junta de Andalucía
y la remisión del expediente al Tribunal Económico Admi-
nistrativo Regional de Andalucía, Secretaría Delegada de
Huelva, para la posterior resolución por dicho Tribunal
de las cuestiones planteadas.

En consecuencia con lo expuesto, esta Junta Provincial
de Hacienda en única instancia, acuerda, declararse
incompetente para conocer de la reclamación interpuesta,
notificar la misma al reclamante y con copia de la presente
resolución, remitir el expediente a la Secretaría Delegada
en Huelva del Tribunal Económico Administrativo Regional
de Andalucía para la posterior tramitación y resolución.

Contra la presente resolución podrá interponerse
recurso contencioso-administrativo ante el Tribunal Supe-
rior de Justicia de Andalucía, ello en el plazo de dos meses
contados a partir de la notificación de la presente.

El Presidente. Los Vocales. La Letrado-Secretaria.
Todos firmados».

Huelva, 5 de diciembre de 1995.- El Delegado,
Juan F. Masa Parralejo.

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

RESOLUCION de 29 de diciembre de 1995,
de la Delegación Provincial de Huelva, por la que
se somete a trámite de información pública la rela-
ción de beneficiarios de subvenciones por compra
de viviendas de Protección Oficial y viviendas Usa-
das, conforme a los Decretos 247/88, 169/89 y
119/92.

A instancia de diferentes promotores se han tramitado
expedientes de Calificación de Viviendas de Protección Ofi-
cial en distintas localidades de esta Provincia, habiéndose
acreditado en los expedientes respectivos, mediante la pre-
sentación de los correspondientes contratos, la venta de
dichas viviendas a distintos compradores que las han adqui-
rido para destinarlas a domicilio habitual y permanente
de los mismos. De igual forma, los compradores de Vivien-
da Usada amparada en las mismas disposiciones. De con-
formidad con la finalidad de los citados Decretos, y a fin
de facilitar a los compradores la adquisición de las referidas
viviendas, se ha concedido a cada uno de ellos una Sub-
vención Personal por los importes citados a continuación.

Huelva, 29 de diciembre de 1995.- El Delegado, Fran-
cisco Díaz Olivares.

RESOLUCION de 11 de enero de 1996, de
la Delegación Provincial de Sevilla, por la que se
anuncia el levantamiento de actas previas a la ocu-
pación de la obra que se cita. (2-SE-163).

Obra: 2-SE-163 «Acondicionamiento de la C-432 de
Llerena a Utrera por Carmona, P.K. 104 al 129. Tramo:
Lora del Río-Carmona».

Habiendo sido ordenado por la Superioridad, la ini-
ciación del expediente de expropiación forzosa tras la apro-
bación del correspondiente proyecto, que ha sido decla-
rado de urgencia por Acuerdo del Consejo de Gobierno,
lo que implica la necesidad de ocupación de los terrenos
necesarios a los efectos que se establecen en el art. 52
de la Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre
de 1954.

Esta Delegación Provincial ha resuelto convocar a los
propietarios y titulares de derechos afectados, que figuran
en la relación adjunta, para que comparezcan en el Ayun-
tamiento de Lora del Río los días 7, 8 y 9 de febrero
de 1996 y en el Ayuntamiento de Carmona los días 15
y 16 de febrero de 1996, para proceder al levantamiento
de Actas Previas a la Ocupación de las fincas afectadas.

A estas diligencias, deberán asistir los interesados per-
sonalmente o por medio de apoderamiento notarial para
actuar en su nombre, aportando los documentos registrales
acreditativos de su titularidad y los recibos de contribución
de los dos últimos años, pudiéndose hacerse acompañar,
si lo estima oportuno de perito y/o notario.

Los interesados, así como las personas que siendo
titulares de derechos e intereses directos sobre los bienes
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afectados, que se hayan podido omitir en la relación,
podrán formular alegaciones por escrito en el plazo de
ocho días, ante la Delegación Provincial de Obras Públicas
y Transportes de Sevilla, domiciliada en Plaza de San
Andrés, 2 -Sección de Expropiaciones-, para subsanar erro-
res y complementar datos aclarativos o justificativos de
su calidad de afectados por la expropiación.

Sevilla, 11 de enero de 1996.- El Delegado, Manuel
Vieira Díaz.
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ANUNCIO de la Delegación Provincial de Huel-
va, por el que se notifica a don Rogelio González
León Resolución que se cita, recaída en expediente
sancionador de carreteras (ES-C-H-14/93).

De conformidad con lo previsto en el artículo 59.4
de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, dado que
el interesado ha rechazado la notificación personal de la
resolucion del Excmo. Sr. Consejero de Obras Públicas
y Transportes en el expediente sancionador ES-C-H-14/93,
esta Delegación procede a la publicación de la precitada
resolución, de fecha 24.10.95, cuyo contenido literal es
como sigue:

«Examinado el expediente sancionador número 74/94,
incoado por la Delegacion Provincial de Huelva de la Con-
sejería de Obras Públicas y Transportes de la Junta de
Andalucía, contra don Rogelio González León, por infrac-
ción de las normas reguladoras de las carreteras, resultan
los siguientes

H E C H O S

Primero: Por el Servicio de Vigilancia de Carreteras,
con fecha 2.3.93, se denunció que don Rogelio González
León, había colocado una portada con dos pilares de mam-
postería, de 50 x 50 x 2,50 de 3 metros de anchura,
y una alambrada a 12 metros del eje, en la carretera
H-612, a la altura del punto kilométrico 7,790, sin contar
con la preceptiva autorización.

Segundo. A resultas de la citada denuncia, con fecha
de 3 de noviembre de 1993 se incoó de oficio el presente
expediente administrativo sancionador por la Delegación
Provincial de Huelva de esta Consejería, notificándose al
imputado, mediante publicación en el BOJA número 22,
de 24 de febrero de 1994, y mediante anuncio en el tablón
de edictos del Ilmo. Ayuntamiento de Almonte, provincia
de Huelva, el correspondiente pliego de cargos compren-
sivo de los extremos denunciados, tal y como se recogen
en el apartado anterior, concediéndosele un plazo de quin-
ce días hábiles desde la notificación para que alegara
lo que estime conveniente, notificación que se produjo por
edictos por cuanto el imputado, por dos veces, rehusó
la notificación en persona. Transcurrido el plazo concedido
desde la publicación de los edictos, el imputado no formuló
alegaciones contra el pliego de cargos.

Tercero: A la vista del expediente administrativo san-
cionador, por el instructor del expediente se dictó, con
fecha de 7 de abril de 1994, propuesta de resolución
en la que, tras estimar que los hechos denunciados eran

constitutivos de una infracción tipificada como grave por
el artículo 31.3, a) de la Ley 25/88, de 29 de julio, de
Carreteras, proponía la imposición de una sanción por
importe de doscientas cincuenta mil una (250.001) pesetas,
en virtud de lo dispuesto en los artículos 32 y 33.1 de
la misma, concediendo no obstante al interesado un plazo
de ocho días hábiles a contar desde el día siguiente al
de su notificación para que alegare lo que a su derecho
conviniere, propuesta de resolución que fue notificada
igualmente al imputado mediante publicación en el BOJA
número 81, de 3 de junio, e inserción en el tablón de
edictos del Ilmo. Ayuntamiento de Almonte, por cuanto
nuevamente el imputado rehusó la notificación personal
de la propuesta de resolución. Transcurrido el indicado
plazo de ocho días, el imputado no hizo caso del derecho
concedido.

Cuarto: En la tramitación del presente expediente
administrativo se han observado las normas jurídicas con-
tenidas en la Ley 25/88, de 29 de julio, de Carreteras;
el Real Decreto 1073/77, de 8 de febrero, por el que
se aprueba el Reglamento General de Carreteras; el Decre-
to 4/85, del Consejo de Gobierno de la Junta de Anda-
lucía, por el que se atribuyen determinadas facultades a
los órganos de la Consejería de Obras Públicas y Trans-
portes de la Junta de Andalucía.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero: Los hechos denunciados que motivaron la
incoación del presente expediente administrativo, en los
términos que se recogen en el primer punto del anterior
relato de los hechos, son constitutivos de una falta grave,
tipificada en el artículo 31.3, a) de la repetida Ley de
Carreteras, pues el mencionado precepto considera grave
realizar obras, instalaciones o actuaciones no permitidas
en la zona de dominio público, servidumbre y afección
de la carretera sin la preceptiva autorización, cuando no
sea posible su legalización posterior.

Segundo: La citada falta grave es imputable, a título
de negligencia, a don Rogelio González León, en cuanto
autor de las obras indebidamente realizadas y de la alam-
brada indebidamente colocada en la zona de servidumbre
de la carretera sin contar con la preceptiva autorización,
obviando así el régimen de uso y defensa de las carreteras.

Tercero: Que la falta grave imputada a don Rogelio
González León, está sancionada con multa por importe
de doscientas cincuenta mil una (250.001) pesetas a un
millón (1.000.000) de pesetas según el artículo 33.1 de
la citada Ley de Carreteras.

Cuarto: Que es competencia del Consejero de Obras
Públicas y Transportes de la Junta de Andalucía la reso-
lución del presente expediente sancionador, en virtud de
lo dispuesto en el artículo 34 de la repetida Ley de Carre-
teras, en relación con el Decreto 4/85, de 8 de enero,
del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, por
el que atribuyen determinadas facultades a los órganos
de la Consejería de Política Territorial de la Junta de Anda-
lucía, actualmente Consejería de Obras Públicas y Trans-
portes, según Decreto 130/86, de 30 de julio. El citado
artículo de la Ley de Carreteras señala que la imposición
de sanciones por la comision de infracciones de carácter
grave corresponde al Ministro de Obras Públicas, y el citado
Decreto 4/85, en relación con el anterior artículo de la
Ley de Carreteras, establece por su parte que las facultades
de resolución de todas aquellas materias contenidas en
la legislación de carreteras atribuidas al Ministerio de
Obras Públicas serán ejercitadas por el Consejero de Obras
Públicas y Transportes, según Decreto 130/86, de 30 de


